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I. 
INTRODUCCIÓN

A través de los procesos de democracia interna, los partidos políticos designan a los directivos de su estructura partidaria, así como a sus candidatos en elecciones para cargos públicos provenientes de elección popular, reproduciéndose en el interior del partido un proceso de elección entre sus vertientes y corrientes internas de manera muy similar – pero en menor dimensión – a aquellos procesos que ordenan las leyes electorales para elegir a las autoridades públicas. 

Para cumplir con dicho cometido, el artículo 20° de la Ley No. 28094, Ley de Partidos Políticos – LPP prescribe claramente que los procesos de elección interna son realizados por el órgano electoral central del partido, el mismo que se encargará de “todas las etapas de los procesos electorales del partido, incluidas la convocatoria, la inscripción de los candidatos, el cómputo de los votos o la verificación del quórum estatutario, la proclamación de los resultados y la resolución de las impugnaciones a las que hubiere lugar”, pudiendo para ello dictar la normatividad partidaria que corresponda.

Ni el precitado artículo 20°, ni ninguna otra norma de la LPP, establecen de manera expresa que las resoluciones expedidas por el órgano electoral del partido sobre las impugnaciones interpuestas por los afectados con las irregularidades del proceso de democracia interna, tengan que ser recurribles ante organismo jurisdiccional alguno. Tal omisión legislativa ha sido materia de discusión en los diversos foros deliberativos institucionales y académicos vinculados al quehacer político nacional, con el objeto de determinar cuál es la jurisdicción estatal a la que el ciudadano debe solicitar la tutela jurisdiccional efectiva en caso vea afectado su derecho a ser elegido candidato en un proceso partidario de democracia interna. ¿Acaso tiene competencia la jurisdicción electoral a cargo del Jurado Nacional de Elecciones (JNE)? O, dado que los partidos políticos son personas jurídicas de derecho privado
 resulta competente para conocer la materia planteada, el Poder Judicial mediante el proceso constitucional de amparo que conoce en doble instancia
. Planteada esta cuestión, el objeto del presente trabajo es ensayar una solución a este dilema encontrando un camino que resulte útil para los ciudadanos en la defensa de su derecho fundamental a ser elegido. 
II.
MARCO CONCEPTUAL

2.1 
El derecho a ser elegido y su ejercicio de acuerdo al marco normativo vigente
2.1.1 Nociones fundamentales sobre el derecho a ser elegido

El derecho a ser elegido – al igual que el derecho a elegir – presupone que la persona titular de este derecho tenga el status de ciudadano
, vale decir, cumpla en principio con la condición de estar habilitado para el ejercicio de los derechos políticos. En este sentido, el artículo 30° de la Constitución exigirá ser mayor de 18 años y estar inscrito en el registro electoral. De ahí que como integrante del cuerpo de electores, el ciudadano tiene el derecho a participar en la formación de la voluntad colectiva y, en la misma medida que le asiste el derecho a elegir, le asiste el derecho a ser elegido
. El primer derecho importa participar en las votaciones para designar democráticamente a aquellos que integrarán los órganos del Estado para administrar la cosa pública en representación del pueblo; en tanto que el derecho a ser elegido otorga al ciudadano la facultad de postular a dichos cargos y someterse a la decisión electoral del pueblo
. Es decir, que el derecho a ser elegido es el derecho a acceder a cargos públicos representativos o de elección popular
, que tiene todo ciudadano en la medida que es integrante del cuerpo electoral.
2.1.2 Configuración legal del derecho a ser elegido

El inciso 17) del artículo 2° de la CP que consagra el derecho de participación política, otorga al derecho a ser elegido el carácter de derecho fundamental de la persona, por cuanto su ejercicio a cargo de ella es de suma importancia para la concreción de la democracia
. El artículo 31° de la Constitución Política (CP) refiriéndose al mismo derecho señala que el ejercicio de este derecho se efectúa de acuerdo a las condiciones y procedimientos determinados por ley orgánica, de ahí que el TC en reiterada sentencia haya precisado que es un derecho de configuración legal, es decir que su ejercicio se realiza conforme a las reglas que estrictamente establezca la norma electoral
, ámbito que configura la autonomía electoral en el que el ciudadano hará efectivo sus derechos políticos. De ahí que el ordenamiento jurídico cuente con un régimen jurídico especial regulado por leyes especiales (electorales), estando su desarrollo sometido a reserva de ley orgánica
.
2.1.3 Configuración legal antes de la Ley No. 28094, Ley de Partidos Políticos

A partir de la normativa constitucional mencionada, la Ley No. 26859, Orgánica de Elecciones (LOE), expedida en el año 1997, desarrolló este derecho estableciendo normas para su ejercicio en sede partidaria y electoral, prescribiendo un procedimiento para la presentación de candidaturas en el que debe observarse el cumplimiento de requisitos positivos (mayoría de edad, condición de ciudadanía, inscripción en el registro) y requisitos negativos (prohibiciones e impedimentos), procedimientos para la interposición de tachas, la sustanciación de las mismas ante los Jurados Electorales Especiales (JEE) y ante el propio Pleno del JNE, etc; dejándose pendiente la regulación respecto al funcionamiento democrático de los partidos, el acceso de éstos a los medios de comunicación públicos y privados de propiedad del Estado; y, la transparencia en cuanto a sus recursos económicos, toda vez que ello correspondía a una norma especial que desarrolle el artículo 35° de la CP. De este modo, hasta el 2 de noviembre del año 2003 en que entra en vigencia la LPP no existía normatividad exigible a los partidos respecto a la nominación de sus candidatos en elecciones populares, por lo que el control de las candidaturas se sujetaba únicamente a las exigencias expresamente establecidas en la LOE, que se aplicaban al momento de la presentación de las candidaturas ante los organismos electorales.
Con la LOE (y con la normatividad electoral anterior), el derecho a ser elegido se materializaba con la presentación de las listas de candidatos a través del “partido político o agrupación política independiente” ante los Jurados Electoral Especiales (JEE) o ante el Jurado Nacional de Elecciones (JNE). En vigencia de la Ley 26859, Orgánica de Elecciones y desde sus antecesoras como el texto Único del Decreto Ley 14250 “Ley Orgánica Electoral” aprobado por Ley No. 26337, se daba por descontado que el ejercicio del derecho a ser elegido se materializaba con la presentación de las listas de candidatos por parte del “partido político o agrupación política independiente” ante los Jurados Electoral Especiales o ante el Jurado Nacional de Elecciones. Sobre este respecto, el artículo 87° de la Ley No. 26859, estableció que los partidos políticos, las agrupaciones independientes y las alianzas electorales pueden presentar candidatos a Presidente, Vicepresidente y Congresistas de la República, siempre que estén inscritos o tengan inscripción vigente en el Jurado Nacional de Elecciones. La ausencia de norma que establezca la obligatoriedad de elecciones internas, dejaba en libertad a las organizaciones políticas de establecer sus propios mecanismos de designación de sus candidaturas, es decir, se dejaba en ellas la libertad de elegir la forma de designación de sus candidatos, por cuanto, al ser tener personería jurídica de derecho privado no están obligadas a hacer lo que la ley no manda ni impedidas de hacer lo que ella no prohíbe, conforme al literal a) del inciso 24° del artículo 2° de la CP. 
2.1.4 La nueva configuración legal a partir de la Ley No. 28094, Ley de Partidos Políticos
Con la Ley No. 28094, Ley de Partidos Políticos (LPP) del año 2003, la comprensión del derecho a ser elegido cambia, porque se introducen un conjunto de disposiciones que tienen incidencia directa en el ejercicio de este derecho. Así, el artículo 18° prohibirá al afiliado que está registrado en un partido político postular por otro excepto que haya renunciado dentro del plazo de ley o cuente con la autorización de su partido político. Asimismo, el artículo 23° somete a elección las candidaturas a cargos de Presidente, Vicepresidentes y Congresistas de la República; Presidente, Vicepresidente y Consejeros Regionales; Alcaldes y Regidores de los Concejos Municipales, a la vez que establece los plazos para la presentación de la Declaración Jurada de Vida de cada candidato. Y el artículo 24° establece las formas de elección interna que pueden adoptar los Estatutos de las organizaciones políticas; entre otras normas que establecen disposiciones que regirán la elección interna. 

Pero, siendo los partidos, las alianzas electorales, los movimientos u organizaciones políticas locales provinciales y distritales, los autorizados a presentar candidaturas, toda vez que las candidaturas individuales o unipersonales independientes de cualquier organización política no están permitidas ( )
 ( )
, el derecho a ser elegido no sólo se ejerce al momento de inscripción de candidatos ante los JEEs, sino que su ejercicio se inicia en el ámbito de los partidos políticos, con los procesos de designación de las candidaturas en el seno de dichas organizaciones, principalmente en el proceso de elecciones internas a la que se someten los ciudadanos que aspiran ser candidatos. Si la organización política – específicamente el partido – designa al ciudadano para que sea su candidato, éste ingresa a otra etapa en el ejercicio del derecho a ser elegido, pero si el partido no lo designa, el ejercicio de su derecho concluye en dicha sede. Es decir, en sede partidaria o en sede de las organizaciones políticas para el caso de elecciones subnacionales, se define si el ciudadano concretiza o no su derecho a ser elegido. 
Esta nueva interpretación, para algunos extensiva – del derecho a ser elegido – ha sido tomada por la Corte Constitucional del Estado – Ciudad de Hamburgo declarando la repetición de la elección fundamentando irregularidades en el proceso de nominación de candidatos de la Democracia Cristiana, vale decir, por lesiones al proceso de democracia interna de este partido ( )
 ( )
.  
En el ámbito de los partidos políticos, la LPP establece un conjunto de reglas mínimas que configuran el ejercicio del derecho a ser elegido en sede partidaria y que deben cumplirse en el proceso de elección interna, dejando el desarrollo de otras reglas al Estatuto partidario. Así podemos distinguir las siguientes reglas:

	
	Exigencias en el proceso de elección interna
	Base legal

LPP

	1
	Obligación de los Partidos Políticos de realizar elecciones internas.
	19°

	2
	Previsión estatutaria de un órgano electoral central  y sus órganos descentralizados encargos de organizar y ejecutar el proceso de elecciones internas
	20°

	3
	Participación de la Oficina Nacional de Procesos Electorales como órgano que brinda asesoría técnica. En las etapas del proceso vinculadas a la organización de la elección. Esta participación no es obligatoria ni vinculante. 
	21°

	4
	Oportunidad de elecciones internas: Entre 180 días calendario anteriores a la fecha de la elección y 21 días antes del plazo para la inscripción de candidatos. En el caso de fórmulas presidenciales hasta 111 días antes del día de la elección. En el caso de listas congresales hasta 81 días antes del día de la elección.
	Art. 22° 

	5
	Candidaturas sujetas a elección: Presidente y Vicepresidentes de la República, representantes al Congreso y ante el parlamento Andino; Presidente, vicepresidente y consejeros regionales; Alcalde y regidores de los concejos municipales; cualquier otro cargo que disponga el Estatuto. 
	Art. 23° 

	6
	Presentación de la Declaración Jurada de Vida que deben presentar los candidatos a cargo proveniente de elección popular. 15 días a partir de la convocatoria para quienes se someten a la elección y 7 días para los invitados a ser candidatos.
	Art. 23°

	7
	Modalidades de la elección interna: “Al menos las 4/5 partes de representantes al Congreso, Consejeros Regionales o Regidores deben ser elegidos bajo algunas de las siguientes modalidades: a) elecciones con voto universal, libre, voluntario, igual, directo y secreto de los afiliados y ciudadanos no afiliados; b) elecciones con voto universal, libre, voluntario, igual, directo y secreto de los afiliados; c) elecciones a través de los órganos partidarios conforme lo disponga el Estatuto. Hasta la 1/5 parte del número total de candidatos puede ser designada directamente por el órgano del partido que disponga el Estatuto. El total de candidatos invitados no pueden exceder de esta fracción.
	Art. 24°

	8
	Cuota de género del 30% del total de candidaturas
	Art. 26°

	9
	Cuando se opta por designar candidaturas a través de delegados, estos deben tener legitimidad democrática, con ejercicio de voto libre, igual, secreto de los afiliados de acuerdo al Estatuto.
	Art. 27°


Es evidente que estas reglas transforman el ejercicio del derecho a ser elegido, el cual no sólo implica cumplir con las formalidades exigidas por la LOE, sino también el sometimiento a las reglas establecidas por la LPP, que dispone un conjunto de formalidades en sede partidaria. Antes, al no existir normas partidarias que regulen su ejercicio, las reglas de designación interna o elaboración del orden de las listas de candidatos quedaban al libre arbitrio de las organizaciones políticas; empero, a consecuencia de la LPP, el ejercicio del mencionado derecho, tiene pues un nuevo procedimiento:

	EJERCICIO DEL DERECHO A SER ELEGIDO

	Período 1997 - 2003
	Período 2003 – a la fecha


  







Elaboración propia.

Aquí se observan dos puntos que deben ser analizados con profundidad. El primero se da cuando por defectos del procedimiento de elección interna o excesos de las fuerzas que pugnan al interior del partido, se afecte el derecho de algún aspirante a candidato, designándose en su lugar a otro que logra ser designado candidato en incumplimiento de los requisitos establecidos por ley o el Estatuto partidario o en aplicación de arbitrariedad afectando el derecho de los demás competidores. Ante este perjuicio, el afectado puede recurrir al órgano electoral central del partido conforme al artículo 20° de la LPP, pero qué ocurre cuando el órgano partidario resuelve en última instancia en perjuicio de alguna de las partes en conflicto. Dicha norma no habilita un recurso ante organismo jurisdiccional alguno. No obstante, ante este vacío, invocando la tutela jurisdiccional efectiva, el afectado podría recurrir tanto al Poder Judicial como al JNE.  

2.1.5  Rol de los partidos políticos en la configuración legal del derecho a ser elegido
Por otro lado no podemos dejar de lado, otro de los elementos configurados en el inciso 17) del artículo 2° de la CP, cuando se establece que toda persona tiene derecho a “participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la Nación”, ya que de dicha mención nace el derecho de asociación política que luego es desarrollado por el artículo 35° de la magna lex cuando establece los distintos modelos de asociación política a los que puede recurrir el ciudadano para el ejercicio de sus derechos. Así, el precitado artículo 35° prescribe que “los ciudadanos pueden ejercer sus derechos individualmente o a través de organizaciones políticas como partidos, movimientos o alianzas, conforme a ley.”
De todo ello se deduce que las organizaciones políticas, principalmente los partidos políticos, son instrumentos a disposición de los ciudadanos para viabilizar el ejercicio de los derechos políticos que la Constitución y la ley le reconocen; y no al revés, por cuanto, no tienen fin en sí mismos, sino, en la persona humana, que de acuerdo al artículo 1° de la Constitución es fin supremo de la sociedad y del Estado. Como consecuencia de ello, la creación de un partido político es una clara extensión del ejercicio del derecho de participación política, en forma asociada y por ende forma parte de este derecho fundamental, de manera que está sujeto también a configuración legal y una organización democrática, que sea un medio idóneo para que el ciudadano ejerza sus derechos políticos
.  

2.2 
El JNE como responsable constitucional de velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas
De conformidad con lo dispuesto en el inciso 3) del artículo 178° de la Constitución Política, corresponde al JNE, “velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y demás disposiciones referidas a materia electoral.” De la literalidad de la norma se advierte que el Constituyente de 1993, recoge la tesis que sustenta la naturaleza electoral de la normatividad que desarrolla la actividad partidaria, siendo que  de acuerdo a la Constitución y a la legislación electoral la substanciación de dichos temas corresponde a la jurisdicción electoral. 

Las normas referidas a los partidos políticos no se agotan en la LPP, por cuanto dicho cuerpo normativo remite el desarrollo de algunos supuestos al Estatuto partidario, como claramente fluye, por ejemplo, del artículo 18° en el caso de afiliación de los ciudadanos a los partidos políticos, sujetándose éstos a los requisitos que establece el Estatuto; o, del artículo 19° que establece la sujeción de las democracia interna a la LPP y a las reglas estatutarias. De modo que, el cumplimiento de la normatividad sobre partidos políticos no se circunscribe únicamente a la LPP, sino a toda una normatividad que configure el derecho a ser elegido y garantice al ciudadano el ejercicio de sus derechos políticos en sede partidaria y proscriba la arbitrariedad en las reglas de juego, por cuanto ello está proscrito en un Estado Democrático de Derecho. 
Para ello el legislador puede establecer mecanismos de fiscalización destinados a garantizar que cada etapa del proceso de la elección interna cumpla sus objetivos y traduzca fielmente la voluntad del cuerpo electoral partidario, que pueden ser el total de sus militantes o un conjunto de delegados democráticamente designados, de acuerdo a la opción determinada por el Estatuto de la organización política. Ello importa la aplicación de los mecanismos propios de la fiscalización electoral que el propio artículo 178° en su inciso 1) ya otorga al JNE
, a efecto de corregir las deficiencias en el acto, para que el producto (decisión de los electores), responda a parámetros mínimos de una elección democrática. 

En estos casos, si el derecho a ser elegido empieza en elecciones internas, entonces dicha elección es materia electoral. De acuerdo a lo establecido en el inciso 4) del artículo 178° de la Constitución corresponde al JNE administrar (entiéndase impartir) justicia en dicha materia, siendo en consecuencia el JNE el juez natural en los conflictos de intereses dados en una elección interna. De ahí que el JNE ha presentado el Proyecto de Ley No 2326/2007–JNE, precisamente para modificar el artículo 20° de la Ley de Partidos Políticos a efecto de permitir el acceso a la justicia electoral de quienes resulten afectados en el ejercicio de sus derechos políticos fundamentales en un proceso de elección interna. 

El segundo punto relevante que debe considerarse en el debate es respecto a la fiscalización del JNE en el proceso de elecciones internas. La norma tampoco lo establece, empero el inciso 3) del artículo 178° de la Constitución establece que corresponde a este organismo electoral “velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y demás disposiciones referidas a materia electoral”. Tal precepto ha sido recogido en el inciso g) del artículo 5° de la Ley No. 26486, Orgánica del JNE de manera que por razón de competencia tal función debe consagrarse claramente en la Ley de Partidos, en desarrollo de las atribución que la Constitución otorga a cada organismo electoral. 

2.2.1
Fiscalización administrativa del proceso de elección interna

La fiscalización administrativa es una función que el inciso 1) del artículo 178° de la Constitución otorga al JNE para fiscalizar la legalidad del sufragio, de los procesos electorales y la elaboración del padrón electoral, a efectos de garantizar que la actuación de los organismos electorales administrativos ejerzan sus funciones conforme a ley. Actualmente dicha función es llevada a cabo por la Dirección Nacional de Fiscalización y Procesos Electorales del JNE, estableciendo un conjunto de técnicas conducentes a garantizar dicha legalidad
. Aquí, la  participación del JNE no amenaza la autonomía partidaria, porque es actuación preventiva contra el fuerte daño que sufre el partido cuando tachan sus candidaturas en la guerra de impugnaciones. Las tachas – en buena cuenta – se deben a que en la elección interna postularon ciudadanos que no reunían los requisitos positivos y negativos establecidos en las leyes electorales. Esto se agrava cuando las listas se presentan en el último día del plazo de ley y no cabe reemplazar al tachado. Por ello en la elección interna deben subsanarse los vicios, para que la selección de postulantes elegibles sea eficiente.

El apoyo técnico en las elecciones internas, no es suficiente. Los vacíos normativos escapan a la logística electoral y al conteo de los votos, por estar vinculados al derecho fundamental de ser elegido. 

2.2.2
Fiscalización jurisdiccional de la elección interna
Otro de los mecanismos que también debe implementar el legislador, para que el JNE cumpla con la función de velar por el cumplimiento de las normas referidas a organizaciones políticas, es el de la fiscalización jurisdiccional, el cual consiste en establecer recursos impugnatorios para que los ciudadanos afectados con las decisiones partidarias defiendan su derecho a ser elegido que se configura en la instancia de las organizaciones políticas. 

No es que con ello se quiera afectar las decisiones del órgano electoral central de la organización política, sino únicamente aquellas en las que pueda existir una afectación al ejercicio del derecho a ser elegido. Actualmente existe un vacío en la LPP para que el JNE intervenga respecto a este tema. Otra vía, aunque muy discutida como veremos más adelante es la de recurrir al Poder Judicial a través del proceso de amparo, lo cual, por la celeridad y vinculación de las elecciones internas al proceso electoral podría devenir en indefensión de la persona, toda vez que los plazos procesales son demasiado extensos. 

2.3 
La omisión del legislador y su afectación a diversas garantías jurisdiccionales
La omisión legislativa se configura cuando por inactividad del legislador, se hace nugatorio el ejercicio de derechos o preceptos constitucionales que requieren ser configurados o desarrollados por ley
. No obstante que el mandato constitucional, la Ley No. 28094, Ley de Partidos Políticos (LPP) no estableció mecanismos para que el JNE cumpla con dicha función. Dicha omisión afecta el ejercicio de derechos fundamentales básicos, primero porque configura estado de indefensión del ciudadano afectado en su derecho, toda vez que de iniciarse un proceso de amparo en elecciones internas que de acuerdo al artículo 22° de la LPP son llevados a cabo entre los 180 días anteriores al día de la elección y los 21 días anteriores al cierre de candidaturas, la resolución final excedería la fecha límite de inscripción de candidaturas y hasta el propio proceso electoral, siendo que el derecho afectado no podría restituirse por la preclusividad de las etapas del proceso electoral, cuya marcha no se detiene. 
2.3.1 Afectación al derecho a la tutela procesal efectiva

Esta institución jurídica, de acuerdo al artículo 4° de la Ley No. 28237, Código Procesal Constitucional,  consiste en lo siguiente: 

“(…) Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal. (…)”. 

De modo que esta institución enumera un abanico de supuestos – que no son taxativos – a los que deben adaptarse los procedimientos que tienen carácter jurisdiccional. Si bien la tutela procesal efectiva es un derecho aplicado al ámbito procesal de la función jurisdiccional, constituye un elemento fundamental para el cumplimiento de la protección jurisdiccional de la persona por parte del Estado, en cumplimiento del principio de tutela jurisdiccional efectiva consagrado en el inciso 3) del artículo 139° de la Constitución Política. A todo justiciable, le asiste las garantías establecidas en el artículo 139° de la Constitución Política. Así le asistirá el derecho a defender en sede jurisdiccional sus pretensiones e intereses, cuando lo público – que es la cosa de todos – se vea afectado o amenazado.
Así, por ejemplo, Luis Castillo Córdova
 señalará que en situaciones procesales irregulares que se dan cuanto la persona jurídica de derecho público (más aún la persona natural) no es “notificada debidamente, o injustificadamente no se le permite presentar alguna prueba, se afecta en el plano de los hechos un bien jurídico constitucional que a todas luces es parte de los principios fundamentales del debido proceso y la tutela procesal efectiva, los cuales deben garantizarse a las partes en todo proceso, independientemente quienes sean ellas, porque dichos principios constituyen valores materiales o fundamentales de nuestro ordenamiento constitucional. En consecuencia, ahí donde exista un proceso no cabe más que respetarlos; y, donde exista afectación de los mismos, no cabe más que protegerlos. De manera que por la naturaleza misma de las referidas garantías y lo que significan para nuestro ordenamiento constitucional, asisten independientemente a todos aquellos actores que son parte de un proceso, en sede administrativa o jurisdiccional. De ahí que estos derechos asisten indiscutiblemente a las personas jurídicas de derecho público.

2.3.2. Imposibilidad de recurrir temas electorales ante la justicia ordinaria 
La Constitución Política, en su artículo 178°, inciso 4) otorga al JNE la facultad de administrar justicia en materia electoral, estableciendo en su artículo 181° la definitividad e irrevisabilidad de los fallos de dicho organismo electoral e impidiendo a la justicia ordinaria la revisión de los fallos expedidos por aquél. Lo que el Constituyente estableció con dicho reparto de la función de impartir justicia es lo que en la doctrina comparada se conoce como principio de reserva de jurisdicción que implica que el titular de la función jurisdiccional la ejerce con carácter exclusivo y excluyente
. En materia electoral, la función jurisdiccional ha sido asignada de manera exclusiva al JNE. Ello quiere decir, que únicamente este organismo es el que puede avocarse al conocimiento y resolución de los conflictos que se den en la aplicación de las normas relativas a la materia electoral, referéndum y otro tipo de consultas populares y que en la sede del mismo termina la discusión de sobre el fondo de esta materia, lo que otorga a lo resuelto el carácter de definitivo. Ello ha quedado claramente plasmado en el artículo 2° de la Ley No. 26486, Orgánica del JNE, cuando en su parte in fine establece que “no existe ni puede instituirse jurisdicción electoral alguna independiente a la del Jurado Nacional de Elecciones”.

A efectos de garantizar esa exclusividad de la función, es que el ejercicio de la misma excluye a otros organismos estatales de avocarse a causas electorales sea como juez de origen o como juez revisor. Ello ha quedado plasmado con la prohibición establecida en el artículo 142° de la Constitución que impide que las resoluciones del JNE sean revisadas en sede judicial; así como lo establecido en el artículo 181° de la misma Ley Fundamental, el cual establece que dichas resoluciones son definitivas e irrevisables. Es en este sentido que el artículo 23° de la Ley No. 26486, Orgánica del JNE y el artículo 36° de la Ley No. 26859, Orgánica de Elecciones no permiten la interposición de acciones de garantía, entre ellas el amparo electoral, contra las resoluciones del JNE
.

2.4. 
La supervisión indirecta de la normatividad sobre partidos políticos aplicada por el JNE
El Jurado Nacional de Elecciones para el Proceso de Elecciones Generales del año 2006, no fue indiferente a esta realidad y expidió el “Reglamento para la Recepción, Calificación e Inscripción de Fórmulas de Candidatos al Congreso de la República en las Elecciones Generales del 2006
”, norma que en sede electoral exigía el cumplimiento de algunas disposiciones establecidas en la LPP, al momento en que los partidos y alianzas electorales formalizaban sus candidaturas ante los Jurados Electorales Especiales; de manera que por esta vía, se velaba indirectamente por el cumplimiento de esta ley. Así en el mencionado Reglamento se exigía a los candidatos el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18° de la LPP, la oportunidad para la entrega de las Declaraciones Juradas de Vida de cada candidato integrante de las listas parlamentarias, así como el acta en la que se verifique el origen de la nominación de las candidaturas del partido político u alianza electoral, en la medida que ello permitiría al JNE verificar si las listas cumplían con las exigencias previstas en los artículos 22°, 23° y 24° de la LPP. 
En concreto, las normas establecían lo siguiente: 
	Norma reglamentaria - Descripción
	Ley de Partidos Políticos que supervisa

	Art.
	Texto
	Art.

	4°
	Impedimentos para ser candidato al Congreso. Se considera el supuesto establecido en el artículo 18° de la LPP como impedimento.
	18°

	6°
	Cumplimiento de la Ley No. 28624, Ley que incorpora el artículo 23° - A para exigir la declaración juarda de vida como mecanismo de transparencia y acceso a la información de los electores.
	23° - A

	13°
	Denegatoria de admisión a trámite de inscripción de la lista de candidatos al Congreso de la República.

“Si en el proceso de calificación se observa que las solicitudes de inscripción no cumplen con la cuota de género, o con adjuntar la copia certificada del Acta de las elecciones internas o del documento que acredite la modalidad de elección de conformidad con los Artículos 22°, 23° y 24° de la Ley de Partidos Políticos No. 28094, o incurra en causal de invalidez del artículo 7° del presente Reglamento, el Jurado Electoral Especial emitirá una resolución denegatoria de admisión a trámite de inscripción de las lista de candidatos al Congreso de la República. (…)”
	22°

	
	
	23°

	
	
	24°


Otra de las normas cuyo cumplimiento es posible de verificar en los procesos electorales es el artículo 23° - A que establece la obligatoriedad de presentar planes de gobierno. Así, en la casuística del JNE dicho control ha funcionado como se puede observar en el caso de Perú Posible contra la Resolución No. 018–2006–C–JEE–Cusco, expedida el 14 de febrero de 2006. 
Empero, no obstante ello, también existen normas que no son verificables a través de un proceso electoral, como por ejemplo lo establecido en el artículo 25° y el artículo 26° para verificar por ejemplo si en el ámbito de las elecciones internas se cumplió con la cuota de género establecida por la norma.

Evidentemente, queda un amplio campo por desarrollar en materia de supervisión, en la medida que la normatividad sobre organizaciones políticas no se reduce a las normas indirectamente supervisadas en el proceso de inscripción de candidaturas. A pesar de esta delimitación de aspectos de la LPP que podían supervisarse en el proceso de Elecciones Generales 2006, se presentaron tachas contra listas de candidatos al Congreso sobre temas que iban más allá del catálogo de normas partidarias que serían verificables por el JNE. Aquí está el caso seguido por los ciudadanos Guillermo Contreras Niño y Julio Quintanilla Loaiza, quienes interpusieron recurso tacha contra la admisión a trámite de la lista presidencial del partido político “Unión por el Perú”, por supuesta vulneración de normas estatutarias, expidiéndose en sede electoral la Resolución No. 012–2006–JEE/LC que declaró infundado el recurso de tacha; la Resolución No. 020–2006–JNE que resolvía la apelación interpuesta contra la resolución antes mencionada; y, la Resolución No. 066–2006–JNE que resolvió el recurso extraordinario por vulneración al debido proceso y a la tutela procesal efectiva interpuesto contra la resolución que resolvió la apelación
. 
No obstante el esfuerzo del JNE, creemos que la supervisión del cumplimiento de la normatividad es indirecta, en la medida que las formalidades exigidas al momento de la presentación de candidaturas no suple la tutela inmediata y efectiva del Estado, que requiere el ciudadano cuando se produce una afectación a su derecho a ser elegido. En principio porque el incumplimiento de las formalidades trae como consecuencia en su mayoría de casos, la denegatoria de inscripción de la lista o la procedencia de la tacha, situación que, además se resuelve cuando prácticamente los plazos para subsanar cualesquiera de estas deficiencias están vencidos. El costo es muy grande, los candidatos no podrán participar en el proceso y no ejercerán su derecho a ser elegidos
. 
2.5. 
¿Cómo superamos el vacío y canalizamos la defensa del derecho a ser elegido en elecciones internas en la jurisdicción electoral?
La pregunta que debemos formularnos es si ante la omisión legislativa que se ha identificado, existe alguna solución institucional que permita a la justicia electoral conocer en instancia final y definitiva los conflictos de intereses e incertidumbres jurídicas generadas en los procesos de elección interna de los partidos políticos. 
2.5.1 Recurrir al ejercicio del derecho a iniciativa legislativa

El otorgamiento de nuevas facultades al JNE es jurídicamente posible en la medida que ni la Constitución Política en su artículo 178°, ni la Ley Orgánica del JNE, en su artículo 5°, establecen un catálogo cerrado de atribuciones del JNE, sino que por el contrario, son normas con un númerus apertus, que permiten que progresivamente se otorgue al JNE nuevas funciones vinculadas a su competencia. 

Por otro lado, el artículo 178° de la Constitución Política, en su parte in fine establece que el JNE tiene derecho a iniciativa legislativa en materia electoral. Siendo que, como ya se ha afirmado, las normas en materia de organizaciones políticas son electorales, el JNE tiene facultad para presentar una iniciativa que modifique el artículo 20° de la LPP. En los hechos, el JNE haciendo ejercicio de esta facultad constitucional ha presentado el Proyecto de Ley No. 2326–2007–JNE, para que como órgano electoral encargado de administra justicia en materia electoral conozca en instancia final y definitiva las impugnaciones por graves irregularidades presentadas en una elección interna, que afecten el derecho fundamental a ser elegido. Desafortunadamente, a pesar de que la Comisión de Constitución y Reglamento ha dictaminado dicha iniciativa, no ha recogido la propuesta del JNE, es decir la modificación del artículo 20° para que las decisiones del órgano electoral central del partido respecto de los casos concretos sean recurribles en la jurisdicción electoral. 
2.5.2 Reglamentando la función a partir de la interpretación de la constitucional

No obstante lo explicado en el punto 4.1, debemos tener presente que de una interpretación concordada de los incisos 3) y 4) del artículo 178° de la CP, el JNE es el juez natural para conocer los conflictos de intereses e incertidumbres jurídicas en materia electoral. También es necesario recordar que la reiterada doctrina sentada por el Tribunal Constitucional – TC
, así como por los tratadistas nacionales expertos en Derecho Constitucional, se ha establecido que son intérpretes de la Constitución Política, el Poder Judicial, el JNE, así como el propio TC y el Congreso de la República en el ejercicio de sus funciones
. De ahí que tomando el camino de la interpretación constitucional y al amparo de principios de la interpretación el JNE perfectamente puede – en aras de garantizar el acceso a la justicia electoral – establecer un mecanismo procesal especial que haga recurrible las decisiones arbitrarias del órgano central electoral del partido que afecten el derecho fundamental a ser elegido, cuya protección corresponde a dicho fuero; o, en términos prácticos, asumir competencia habilitando los recursos de apelación, nulidad u otros que se presenten en su sede para cumplir y hacer cumplir las normas sobre partidos políticos. Ello es factible recurriendo a los siguientes principios de interpretación de la Constitución: 
a) El principio de fuerza normativa de la Constitución

En sus diversas sentencias, el TC ha establecido que por este principio se entiende que “la interpretación constitucional debe encontrarse orientada a relevar y respetar la naturaleza de la Constitución como norma jurídica, vinculante in toto y no sólo parcialmente. Esta vinculación alcanza a todo poder público (incluyendo, desde luego, a este Tribunal) y a la sociedad en su conjunto
.” Así, por este principio, las disposiciones contenidas en la Constitución Política tienen un valor normativo
 y por ello su cumplimiento es exigible jurisdiccionalmente por medio de los tribunales y procesos constitucionales eliminándose del ordenamiento jurídico las leyes que la contravienen (proceso de inconstitucionalidad) o inaplicándose las mismas cuando se trata de procesos de amparo. En virtud a este principio la Constitución tiene fuerza derogatoria respecto a la legislación preconstitucional que contravenga su texto. Este principio ha sido recogido por el supremo intérprete de la Constitución para interpretación la Carta Política, de modo que nuestro ordenamiento jurídico se aleja de las tesis que sostienen que la magna lex es un catálogo de aspiraciones de la sociedad, para convertirse en una norma jurídica vinculante, cuyo cumplimiento es exigible a través de los procesos constitucionales
. 
Desde dicha perspectiva la norma establecida en el inciso 3) del artículo 178° de la Constitución Política no puede quedar como una aspiración del Constituyente, sino que requiere de mecanismos que la concreticen y la apliquen, más aún si ha sido expresamente recogida en el inciso g) del artículo 5° de la Ley Orgánica del JNE. 

La omisión del legislador en la LPP para que se concretice esta disposición legislativa no resta fuerza normativa al mandato constitucional y legal de “velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y demás disposiciones referidas a materia electoral”, correspondiendo al JNE, como titular de dicha función, establecer los mecanismos para dar cumplimiento, pudiendo inclusive – en ejercicio de la facultad que le confiere el inciso l) del artículo 5° de su ley orgánica – expedir la normatividad reglamentaria correspondiente
. 
b) El principio de competencias conexas o implícitas
En virtud a este principio, las competencias principales que tiene un organismo constitucional, que importan un conjunto de competencias conexas que no están previstas explícitamente en la normatividad que las configura, pero que requieran determinarse para cumplir con el mandato constitucional, deben entenderse como una función implícita del órgano para desarrollar la atribución principal
. Para ello debe existir conexión entre la función principal – constitucionalmente establecida – y, la función accesoria, así como la necesidad de la configuración de esta última para que el órgano pueda cumplir u optimizar la primera. 
En el caso concreto, el inciso 3) del artículo 178° de la CP, establece como atribución del JNE  la función de “velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y demás disposiciones referidas a materia electoral.” Dicha función es literalmente recogida en el inciso g) del artículo 5) de la Ley No. 26486, Orgánica del JNE
, empero su ejercicio importa la previsión de mecanismos que permitan al JNE cumplir con la norma constitucional. La Constitución ha otorgado al JNE las funciones de administrar justicia en materia electoral (que incluyen las normas partidarias) y la función fiscalizadora cuya aplicación es útil para que este organismo electoral cumpla con el mandato constitucional antes mencionado, empero, la LPP, por omisión legislativa no los ha materializado en su texto. De ahí surge la conexión entre estas funciones y la función principal, así como la necesaria instrumentalización de las primeras para que se de cumplimiento a la segunda.

El inciso l) del precitado artículo 5° de la Ley Orgánica del JNE señala que corresponde a dicho organismo electoral, “dictar las resoluciones y reglamentación necesarias para su funcionamiento”, lo que quiere decir, que el JNE, como órgano Constitucionalmente autónomo tiene la facultad de regular su propio funcionamiento a través de normas que desarrollen procedimientos para cumplir con sus funciones que le otorgan la Constitución y la ley. La aplicación de tal disposición ha permitido al JNE expedir distintos reglamentos en virtud de los cuales se establecieron procedimientos para la calificación e inscripción de candidaturas en sede electoral, la entrega de Declaraciones Juradas de Vida y Planes de Gobierno en elecciones municipales y regionales
. Con tales antecedentes, al amparo de la norma el JNE puede establecer el procedimiento a aplicar para “velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y demás disposiciones referidas a materia electoral.”  

Por otro lado, el Pleno del JNE puede también establecer progresivamente criterios de intervención jurisdiccional ante casos concretos, en aplicación del inciso 3) del artículo 178° de la Constitución Política e inciso g) del artículo 5° de su ley orgánica, como de manera similar lo ha realizado en la Resolución   que resuelve el pedido de vacancia del Alcalde de la Municipalidad Provincial de Huarmey, para fijar nuevo criterio o contenido normativo del artículo 63° de la Ley No. 27972, Orgánica de Municipalidades. 
2.6 
Ventajas de la intervención jurisdiccional del JNE en los procesos de elección interna
La habilitación de un recurso rápido y sencillo en sede electoral para resolver los conflictos de intereses e incertidumbres jurídicas dadas en el ámbito de una elección interna, tiene ventajas que aún no han sido percibidas por los actores electorales, principalmente por los partidos políticos con representación parlamentaria. Una de ellas es precisamente la que se daría cuando a través de este mecanismo, el JNE conozca en apelación las tachas contra algunos precandidatos que no cumplen con los requisitos de ley para ser elegibles. De confirmarse ello en sede electoral, el partido tendría la oportunidad de sustituir al candidato que incumple con los requisitos de ley para acceder al cargo, reduciéndose las posibilidades de futuras impugnaciones en la etapa final porque se evita que las listas sufran bajas por efectos de las tachas después de haber oficializado sus listas de candidatos en la sede de los Jurados Electorales Especiales. 
Desde esta perspectiva, la participación del JNE no debe verse como una amenaza a la autonomía partidaria, sino como una medida preventiva, por cuanto uno de los daños más fuertes que sufre el partido en la contienda electoral es precisamente el de las bajas de integrantes de sus listas a consecuencia de la guerra de impugnaciones de candidaturas. Y es ahí donde se evidencia cuan eficiente ha sido un partido en la selección interna de postulantes elegibles. La descalificación de las postulaciones presentadas por los partidos se debe – en un número considerable de casos – a que en la elección interna se ha permitido la participación de ciudadanos que no reunían los requisitos positivos y negativos establecidos en las leyes electorales. Lo triste es que esta descalificación en pleno proceso electoral no otorga la posibilidad de reemplazar a los candidatos tachados, por cuanto casi siempre las organizaciones políticas presentan sus listas de candidatos en el último día del plazo establecido por ley para este efecto. Ello sería perfectamente subsanable si en la etapa de elección interna estas deficiencias son identificadas.
III.
CONCLUSIONES

Por los fundamentos anteriormente expuestos, arribo a las siguientes conclusiones: 
3.1 
A partir de la expedición de la LPP, el derecho a ser elegido tienen una nueva configuración y su ejercicio se inicia en sede partidaria. 

3.2 
Del texto del inciso 3) del artículo 178° de la CP y del inciso g) del artículo 5° de la Ley Orgánica del JNE, queda claro que las normas partidarias tienen naturaleza electoral. En este sentido, los conflictos de intereses en dicha instancia deben resolverse en el JNE de conformidad con el artículo 178° (inciso 4) y parte in fine del artículo 2° de la Ley Orgánica del JNE, toda vez que éste organismo se constituye en juez natural para conocer dicha materia. En consecuencia, el Poder Judicial, al no ser jurisdicción dependiente del JNE y de conformidad con el artículo 142° de la Constitución Política está impedido de impartir justicia electoral.

3.3 
Existe en la LPP un vacío normativo por omisión legislativa, en la medida que este corpus iuris no desarrolla acciones concretas para que el JNE cumpla con el mandato que le confiere el inciso 3) del artículo 178° de la CP en el proceso de democracia interna que es donde se inicia el ejercicio del derecho a ser elegido. Dicha situación ha sido parcialmente superada por el JNE a través de la supervisión de los artículos 18°, 23°, 23° - A, 24° de la LPP en el proceso de inscripción de candidaturas en sede electoral, empero este tipo de supervisión por ser indirecta no es suficiente para velar por el cumplimiento de la normatividad sobre partidos en su conjunto, quedando una considerable cantidad de normas y supuestos relevantes sin mecanismo idóneo para ser recurribles en sede electoral, lo que termina por afectar al ciudadano que quiera acceder a la justicia electoral.
3.4 
En cumplimiento de la Constitución y de su ley orgánica, el JNE, puede implementar mecanismos a través de Reglamentos para cumplir con sus funciones. Esta posibilidad constituye una alternativa a la modificación del artículo 20° de la LPP, para establecer algún recurso directo y expeditivo que permita al ciudadano impugnar las decisiones del órgano central partidario en sede electoral. 
IV.
RECOMENDACIONES

Para superar el vacío normativo generado por omisión legislativa, recomendamos lo siguiente:  

4.1 En tanto la modificación legislativa propuesta a iniciativa del JNE para modificar los artículos 20° y 21° de la LPP conforme a la fórmula jurídica del Proyecto de Ley No. 2326–2007–JNE, el JNE puede desarrollar un Reglamento estableciendo los mecanismos de intervención jurisdiccional como administrativa en el proceso de democracia interna, pudiendo establecer un recurso sencillo y expeditivo para que se recurra en sede electoral los conflictos de intereses y cualquier afectación al derecho a ser elegido producida en sede de los partidos políticos y demás organizaciones políticas cuando ello sea factible. Como el tema es sensible para los partidos políticos, es recomendable que en el proceso de elaboración del Reglamento se incorpore a representantes y personeros de dichas organizaciones para conocer con mayor profundidad la problemática interna y a partir de ello definir en qué supuestos son recurribles en sede electoral. 
4.2 En el mismo sentido, otra opción es que el JNE progresivamente, en el ejercicio de su función jurisdiccional a través de casos concretos y jurisprudencia vinculante, puede ir estableciendo criterios de intervención de manera similar a lo realizado por la Corte Constitucional de Hamburgo (ver ítem 2.1.4), cuando se presenten impugnaciones contra las decisiones que afecten el derecho a ser elegido los procesos de elección interna. Ello implica asumir competencia invocando el inciso 3) del artículo 178° de la CP y el inciso g) del artículo 5° de la Ley Orgánica del JNE y posteriormente crear un recurso especial en el TUPA o en el Texto Único que registre los procedimientos jurisdiccionales. 
4.3 En cualquiera de los escenarios es recomendable modificar el artículo 22° de la LPP para que el plazo para realizar las elecciones internas no culmine en fecha demasiado próxima al plazo de cierre para presentar las candidaturas. Se recomienda en este sentido que dicho plazo sea entre los 180 días anteriores al día de la elección y 60 días anteriores al plazo para la inscripción de candidatos. Así quedaría un mayor plazo para resolver las impugnaciones que se presenten. 
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� 	El segundo párrafo del artículo 1° de la LPP señala lo siguiente: “Los partidos políticos son asociaciones de ciudadanos que constituyen personas jurídicas de derecho privado cuyo objeto es participar por medios lícitos, democráticamente, en los asuntos públicos del país dentro del marco de la Constitución Política del Estado y de la presente ley.”


� 	La posibilidad de que esta materia fuera recurrible al Poder Judicial vía proceso constitucional de amparo fue planteada en el debate del dictamen recaído en los Proyectos de Ley No. 2214–2007–CR; 2297–2007–CR y 2326–2007–JNE. en el Pleno del Congreso de la República por el Presidente de la Comisión de Constitución y Reglamento, para argumentar que ante la afectación de los derechos de los participantes en el proceso de elección interna, éstos podían recurrir al Poder Judicial por dicha vía. 


� 	Estas condiciones son fundamentales para que la persona acceda al status de ciudadanía y por consiguiente pueda ejercer sus derechos políticos. Alberto Dalla Vía precisará que “el individuo para ser parte del electorado, debe tener la aptitud básica, que es la ciudadanía.” (Véase DALLA VÍA, Alberto. “DERECHOS POLÍTICOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES”. En: “Derecho Constitucional”. Obra colectiva: Albanese, Susana, Dalla Vía, Alberto; Gargarella, Roberto; Hernández, Antonio; Sabsay, Daniel. Editorial Universidad, Buenos Aires, 2004. Pág. 88.


� 	Ello es así, porque el derecho a elegir y ser elegido, son manifestaciones del status activae civitatis, como lo afirma Luis López Guerra. Dicho status no se agota con la elección de representantes, sino que se encuentra íntimamente vinculado al derecho de acceder a cargos públicos. (Ver: LÓPEZ GUERRA, Luis. “DERECHOS DE PARTICIPACIÓN POLÍTICA”. En: “DERECHO CONSTITUCIONAL”. Vol. I. “Los Poderes del Estado, la organización territorial del Estado”. Obra colectiva: López Guerra, Luis; Espín, Eduardo; García Morillo, Joaquín; Pérez Tremps, Pablo; Satrústegui, Miguel. Cuarta edición, editorial Tirant lo blanch. Valencia, 2000. Pág. 326.


� 	BERNALES BALLESTEROS, Enrique. “LA CONSTITUCIÓN DE 1993. Análisis Comparado”. Instituto Constitución y Sociedad. Segunda Edición. Lima, 1996. Pág. 236.


� 	Véase GARCÍA SORIANO, María Vicente. “ELEMENTOS DE DERECHO ELECTORAL”. Editorial Tirant lo blanch. Valencia, 1999. Pág. 58.


� 	La participación política hoy en día está consagrada en la mayoría de ordenamientos constitucionales occidentales como un derecho fundamental.


� 	Sentencia de fecha 02 de febrero del 2006, recaído en el Expediente No. 0030–2006–AI. Ver apartados a) y b) del antes del F.J. 27 de dicha sentencia.


� 	PEREZ ROYO, Javier. “CURSO DE DERECHO CONSTITUCIONAL”. Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, S. A. Madrid, 2005. Pág. 465. El ejercicio del derecho de derecho de participación requiere de un desarrollo legislativo sobre todo en la proyección institucional (administrativo) del ejercicio de tal derecho, por tratarse de una materia que pertenece a la parte orgánica de la Constitución.


� 	El artículo 11°, parte in fine, de la LPP, sigue el mismo criterio del artículo 87° de la Ley Orgánica de Elecciones y establece que los partidos políticos, una vez inscritos, “pueden presentar candidaturas en cualquier proceso electoral”. Lo mismo ocurre con la potestad de presentar candidaturas por parte de los movimientos y de las organizaciones políticas locales provinciales y distritales conforme a lo establecido en el artículo 17° de la LPP que establece el ámbito de participación de éstas organizaciones. Ello es así en casi todas las legislaciones sobre partidos políticos. Por otro lado la mencionada ley no establece en ningún artículo la obligación expresa de los partidos debidamente inscritos de participar en un proceso de elección general.


� 	Ver Resolución No. 021–2006–JEE/LC y la Resolución No. 288–2006–JNE, respecto al caso del ciudadano Julio Soberón Márquez, quien solicitó al Jurado Electoral Especial de Lima Centro la inscripción de su candidatura individual al Congreso de la República por el Distrito Electoral de Lima al amparo de la literalidad del artículo 35° de la Constitución Política que establece que el ciudadano ejerce sus derechos de manera individual o colectivamente a través de las organizaciones políticas. El JNE considerando que la magna lex es una unidad (principio de unidad de la Constitución) hace una interpretación sistemática de los artículos 35°, 90° y 187° señalando que el ejercicio individual de una candidatura al Congreso de la República, contraviene la naturaleza de la elección de este Poder del estado, cuyas candidaturas, de acuerdo a lo establecido por el artículo 90° de la Constitución es de cuerdo a ley; siendo que la Ley orgánica de Elecciones establece candidaturas por lista y que al tratarse de una elección pluripersonal corresponde aplicar el principio de representación proporcional a que se refiere el artículo 187° de la Constitución, de modo que la aplicación de está última sería inviable si se aplican candidaturas individuales que son afines a sistemas electorales mayoritarios en circunscripciones uninominales.


� 	Véase NOHLEN, Dieter. “CALIFICACIÓN ELECTORAL EN ALEMANIA”. En: “El contencioso y la jurisprudencia electorales en el derecho comparado. Un estudio sobre veintiún países de América y Europa”. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. México, 2006. Págs. 13 – 14.  


� 	En el derecho comparado se otorga directamente la facultad de supervisión a los Tribunales Electorales como ocurre por ejemplo en los casos de Argentina, Colombia, Costa Rica, Honduras, etc. Ver: FREIDENBERG, Flavia “DEMOCRACIA INTERNA EN LOS PARTIDOS POLÍTICOS”. En: “Tratado de Derecho Electoral Comparado de América Latina”. México. Segunda edición, 2007. Págs. 631 – 632.  


� 	Andre Hauriou, consideró que una democracia de tipo occidental no podía funcionar sin partidos políticos. Afirmó el distinguido tratadista francés que sin los partidos políticos, que “si no interviniesen los partidos, el hombre de la calle no tendría probabilidad alguna. Los candidatos bien situados serían los notables de locales, los portavoces del dinero y del Estado, tal como sucedía en el Segundo Imperio francés en tiempos del l’affiche blanche. La libertad del elector sería menor aún. En resumidas cuentas, sin partidos políticos, una Democraciade tipo occidental no puede funcionar.”  (Ver: HAURIOU, Andre. “DERECHO CONSTITUCIONAL E INSTITUCIONES POLÍTICAS”. Ediciones Ariel. Barcelona, 1971. Pág. 263.) De manera que en esencia, el partido político tiene pues también un propósito facilitador del ejercicio del derecho a ser elegido en condiciones de igualdad. 


� 	El inciso 1) del artículo 178° de la Constitución Política, establece que “Compete al Jurado Nacional de Elecciones: Fiscalizar la legalidad del ejercicio del sufragio y de la realización de los procesos electorales, del referéndum y de otras consultas populares, así como también la elaboración de los padrones electorales.” Este inciso consagra lo que en la práctica se ha denominado fiscalización electoral, función que conforme a la revisión histórica efectuada en las líneas precedentes es consustancial al Jurado Nacional de Elecciones. En términos electorales, la fiscalización consiste en el ejercicio de todos aquellos medios de vigilancia y control electorales, por parte de las autoridades competentes, con el objeto de asegurar que los comicios se lleven adelanten conforme a la legislación electoral y traduzcan la expresión libre, espontánea y auténtica de los ciudadanos. HERNÁNDEZ BECERRA, Augusto. “FISCALIZACIÓN DE ELECCIONES” En: Diccionario Electoral. INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS – CENTRO DE ASESORÍA Y PROMOCIÓN ELECTORAL (CAPEL). T.I. Segunda edición. Costa Rica, 2000. Págs. 594 – 595. Para el Jurado Nacional de Elecciones, la “fiscalización electoral implica acciones de observación, verificación, vigilancia, supervisión, investigación, control – entre otras – que buscan prevenir, evitar y/o detectar la realización de actos o actividades contrarios a las disposiciones vigentes, en todos sus momentos y en los diversos ámbitos donde se lleva a cabo el proceso electoral.” JURADO NACIONAL DE ELECCIONES. 1) “MANUAL DEL FISCALIZADOR ELECTORAL. Elecciones Generales 2001” Pág. 7 -8.


� 	HURTADO CRUZ, Isaac. “ATRIBUCIONES DEL JURADO NACIONAL DE ELECCIONES. Comentario al artículo 178° de la Constitución Política”. En: “La Constitución comentada. Análisis artículo por artículo”. T. II.  Gaceta Jurídica. Lima, 2006. Págs. 875 – 881. 


� 	Ver: MONROY CABRA, Marco Gerardo. “LA INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL”. Segunda edición, Librería Ediciones El Profesional. Bogotá, 2005. Pág. 209.


� 	Como afirma Luis Castillo Córdova, desde la teoría del contenido esencial se distingue la doble dimensión de los derechos fundamentales. Una de carácter subjetiva o de libertad conformada por un conjunto de facultades de acción que el derecho reserva a su titular y que exige la abstención del poder público. La otra dimensión, es de carácter objetiva  (institucional),  en virtud de la cual el derecho fundamental no sólo otorga facultades de acción a sus titulares, sino que ellos mismos tienen un significado especial para el entero ordenamiento jurídico y la convivencia política. La importancia de ello es que  comprende valores objetivos que informan el ordenamiento jurídico, el cual debe ser interpretado y aplicado de modo que esos valores no sólo se vean impedidos de regir, sino que incluso vea promovida su plena eficacia. Consecuentemente afirma el autor que esta dimensión objetiva o institucional genera deberes positivos, de ahí que citando al Tribunal Constitucional Español precisará que “se trata de los elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, o de los componentes estructurales básicos, tanto del conjunto del orden jurídico objetivo como de cada una de las ramas que lo integran.” (“LA PERSONA JURÍDICA COMO TITULAR DE DERECHOS FUNDAMENTALES”. En: “ACTUALIDAD JURÍDICA. Información especializada para abogados y jueces”. Tomo 167, Octubre 2007. Gaceta Jurídica, Lima. Págs. 125 - 139). 


� 	Véase: FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco “EL SISTEMA CONSTITUCIONAL ESPAÑOL”. Editorial Dykinson, Madrid, 1992. Pág. 770 y Ss. Afirma el distinguido tratadista español que la reserva de jurisdicción se proyecta en un doble sentido: “a) Excluyendo la posibilidad de que ejerzan jurisdicción los particulares y los tribunales no integrados en la organización judicial del Estado, con la única salvedad de los llamados Tribunales consuetudinarios y tradicionales, a los que se refiere el artículo 125°” (entiéndase de la  Constitución Española de 1978 – CE); y “b) Impidiendo el ejercicio de potestades jurisdiccionales a cualesquiera órganos del Estado que no ostenten la condición de juzgados y tribunales en el sentido del artículo 117.1” (de la CE). Ello se ha plasmado en la normatividad electoral nacional, en el sentido que se ha otorgado al JNE la función jurisdiccional en el ámbito electoral, como único organismo estatal que imparte justicia en materia electoral, es decir que la ejerce de manera exclusiva; impidiéndose expresamente a otros organismos jurisdiccionales su avocamiento sobre el fondo y forma de dicha materia. 


� 	Véase: FALCONÍ GÁLVEZ, Juan y HURTADO CRUZ, Virgilio. “IMPROCEDENCIA DEL AMPARO ELECTORAL”. En: Revista Gaceta Constitucional. Análisis Multidisciplinario de la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Tomo 12, Diciembre 2008. Pág. 99.


� 	La norma fue aprobada por Resolución No. 047 – 2006 – JNE del 23 de enero del 2006.


� 	En cuanto a la normatividad estatutaria vulnerada, en el sexto párrafo de la Resolución 066 – 2006 – JNE, el Supremo Organismo Electoral señalo lo siguiente: “Que, en cuanto al segundo derecho supuestamente afectado, es decir, el derecho de defensa; es de advertir que los recurrentes sustentan esta presunta vulneración, repitiendo argumentos que fueron materia del recurso de apelación, tales como una supuesta trasgresión del estatuto del partido político “Unión por el Perú” en las elecciones internas, y la, también supuesta, doble membresía partidaria del candidato Ollanta Moisés Humala Tasso al momento de inscribir su candidatura, añadiendo que el documento de fecha 12 de diciembre de 2006, por el que el partido político “Partido Nacionalista Peruano”, entonces en proceso de inscripción, autorizó al señor Humala Tasso a inscribirse como candidato por el partido político “Unión por el Perú”, sería fraudulento, y por tanto no debió ser aceptado, siendo que el primero de los puntos alegados fue tratado en el segundo considerando de la Resolución No. 020–2006–JNE , que sustenta la improcedencia del pedido de nulidad basada en probables infracciones estatutarias; y, los otros dos argumentos fueron valorados oportunamente por este Colegiado para expedir la resolución que se impugna; razones por las que este extremo deviene igualmente infundado, considerando, además, que en el caso sub examine se han respetado las garantías del derecho de defensa, el mismo que ha sido ejercido, a través de la alegación de hechos y probanza de afirmaciones, habiéndose acudido mediante recurso de apelación y,  además, a través del presente recurso extraordinario por vulneración al debido proceso y a la tutela procesal efectiva, ante el Jurado Nacional de Elecciones de manera que no se puede argumentar estado de indefensión; (…)”


� 	Indirectamente el JNE, cuando se presentan las impugnaciones y tachas contra las candidaturas presentadas por las organizaciones políticas, puede introducirse a discutir asuntos vinculados a la elección interna, pero las consecuencias no serían muy favorables a los partidos, toda vez que cuando resultan fundadas las tachas, prácticamente queda agotado el plazo para que los partidos reemplacen a los candidatos tachados; situación que sí podría revertirse cuando el defecto se identifica durante el proceso de democracia interna. Ello además podría contribuir a que las organizaciones políticas presenten candidaturas que cumplan con los requisitos de ley y designadas en elecciones internas incuestionables.


� 	Sentencia recaída en el Expediente No. 007–2001–AI/TC.


� 	GARCÍA TOMA, Víctor. “TEORÍA DEL ESTADO y DERECHO CONSTITUCIONAL”. Palestra Editores. Lima, 2005. Págs. 498–499. No obstante que reconoce al JNE como intérprete por la vía jurisprudencial y como órgano jurisdiccional, precisa que el inciso 1) del artículo 178° de la Constitución señala implícitamente el deber funcional de los miembros de este ente de declarar – previa labor interpretativa – la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los preceptos vinculados con la materia electoral.


� 	Véase la Sentencia del TC, recaída en el Expediente No. 5854-2005-PA/TC (caso de vacancia del ciudadano Andrés Lizana Puelles como Alcalde de Canchaque – Piura). 


� 	Véase a GARCÍA DE ENTERRÍA EDUARDO. “LA CONSTITUCIÓN COMO NORMA Y EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Editorial Civitas. Madrid, 2001. Págs. 49 - 61.


� 	Para el profesor LANDA ARROYO, la exigibilidad del cumplimiento de las cláusulas constitucionales por acción directa de los ciudadanos involucra un proceso donde se distinguen las siguientes etapas: 1ro. La Constitución se legitima como norma jurídica suprema con carácter vinculante para los ciudadanos y los poderes públicos, situación que se cumple en el caso peruano con los artículos constitucionales 51° (supremacía y jerarquía de la Constitución sobre las demás normas jurídicas), 138° (cuando se exige a los jueces preferir la Constitución a las demás normas), 45° (que entre otras disposiciones sujetas a las autoridades públicas al cumplimiento de su función con sujeción a la Constitución y las leyes); 2do. Los derechos públicos subjetivos del Estado liberal se transforman en derechos fundamentales e incorporan valores, principios constitucionales y derechos socioeconómicos en el Estado social de Derecho, a partir de la segunda guerra mundial. En el caso peruano, ello se ha concretado en el catálogo de Derechos establecidos en el Título I de la Constitución, “De la Persona y De la Sociedad”. (LANDA ARROYO, César. “TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y ESTADO DEMOCRÁTICO”. Segunda edición, Palestra Editores. Lima, 2003. Págs. 482 – 484). 


� 	El inciso l) del artículo 5° otorga al JNE la atribución de “dictar las resoluciones y reglamentación necesarias para su funcionamiento”. Debemos tener presente que los organismo públicos funcionan ejerciendo las competencias y atribuciones que les otorga la Constitución y la Ley. En consecuencia, el JNE puede establecer el procedimiento para ejercer su atribución de “velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y demás disposiciones referidas a materia electoral”. 


� 	Véase: FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco. Op. Cit. Págs. 935 – 936.


� 	Expresamente el artículo 5° de la Ley Orgánica del JNE que establece el catálogo de competencias de dicho organismo electoral, en su inciso g) señala que corresponde a este organismo electoral “”velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y demás disposiciones referidas a materia electoral”, con lo que la norma recoge literalmente lo dispuesto en el inciso 3) del artículo 178° de la Constitución Política. 


� 	Se puede apreciar así, el Reglamento para la Recepción, Calificación e Inscripción de Fórmulas de Candidatos al Congreso de la República en las Elecciones Generales del 2006, aprobado por Resolución No. 047–2006–JNE; el Reglamento sobre el uso de publicidad estatal para las Elecciones Generales, aprobado por Resolución No. 387–2005–JNE; el Reglamento del Registro Electoral de Encuestadoras, aprobado por Resolución No. 390–2005–JNE; el Reglamento para la  recepción, calificación e inscripción de fórmulas de candidatos a la Presidencia, Vicepresidencias de la República y representantes ante el Parlamento Andino en las Elecciones Generales del año 2006, aprobado por Resolución No. 393–2005–JNE; el  Reglamento del Proceso para Elección de Representantes ante el Parlamento Andino, aprobado por Resolucion No. 004–2006–JNE; entre otras normas expedidas para el proceso de Elecciones Generales del año 2006 y de Elecciones Regionales y Municipales del mismo año.
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